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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 2058/2017-1

RESOLUCIÓN DEFINITVA. 

ACTOR: **********   
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., diecinueve de febrero de dos mil dieciocho. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 2058/2017-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del cinco de diciembre de dos mil diecisiete, se tuvo a ********** demandando por sus propios derechos, actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada: 

Supuesto Policía Vial de San Luis Potosí, de nombre Angélica de Jesús Richart Vargas, quien dijo haber elaborado y supervisado la boleta de multa con número de folio **********
Actos que se impugnan: **********

Fecha de notificación.-**********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 09:15 nueve horas con quince minutos del primero de enero de dos mil dieciocho, con la asistencia de la parte actora. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que fueron formulados por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- 
A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito.

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia de los actos impugnados y que lo son: 

**********
 
En ese sentido, la existencia de los actos reclamados se acredita con los  documentos visibles a fojas 08 y 09 de este expediente, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo que establece el artículo 90 del citado código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia de tales actos.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.
Suscribe la demanda **********, demandando por sus propios derechos la nulidad del acto consistente en la boleta de infracción que le fue levantada por la demandada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en los  actos impugnados se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aporto para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja **********de este expediente. 


CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 01 a la 06 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Colegiada advierte que la autoridad demandada, invoca las causales de improcedencia prevista y señalada en el artículo 228, 231 y 239 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que los actos que se impugnan contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar y que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentran fundados y motivados.

Sin embargo, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    


SEXTO.- En primer término, debemos dejar establecido que acorde al criterio jurisprudencial que sustenta nuestro más Alto Tribunal de Justicia de la Nación, intitulada causa  de pedir, que no es otra cosa que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo; ya que los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e incluso, examinar entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.

Así, el primer concepto de impugnación, es fundado y suficiente para conceder la anulación del acto controvertido.

Efectivamente, respecto del acto que se reclama, alega la inconforme en dicho concepto, que la autoridad incumple con las obligaciones constitucionales de fundar y motivar de manera adecuada las conductas atribuidas. Y aduce además, que la infracción denominada “multa electrónica” o “foto multas”, deviene ilegal ya que los reglamentos municipales no pueden exceder los límites marcados por las leyes, dada esa relación de dependencia establecida en la constitución; que sólo hay reglamentos autónomos, cuando no incidan en la esfera de los particulares, lo que no es el caso del Reglamento de Tránsito por lo que hace a las sanciones, donde es evidente la necesaria vinculación a una ley formal de origen legislativo; por lo que en la emisión de la boleta de infracción se incumple con las obligaciones constitucionales de fundar y motivar de manera adecuada las conductas atribuibles, y que considera que debe decretarse la nulidad lisa y llana del acto administrativo.

Como se apuntó en líneas precedentes, es fundado el primer concepto de nulidad en estudio, porque como bien lo sostiene la demandante, el acto que se combate,  incumple con lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que dicho acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad.

En efecto, el precepto constitucional invocado en el párrafo precedente dispone en lo que interesa, que “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.”, de donde se desprenden los principios de legalidad y seguridad jurídica, relativos a que todo acto de autoridad debe emitirse por aquélla que sea competente para ello y, necesariamente debe cumplir, con los requisitos de fundamentación y motivación.

Así, por fundamentación se entiende la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa.

Al respecto es conveniente citar los rubros de los siguientes criterios, dada su analogía con el tema tratado.

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. 

Ahora bien, el orden jurídico, se sustenta en el principio de jerarquía de leyes contenido en el artículo 133 de la Constitución Federal, que prevé: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”; disposición que establece el principio de supremacía constitucional, así como de jerarquía normativa, refiriéndose ésta a la validez de la disposición de un reglamento o acuerdo, para efectos de aplicación, o bien, para propósitos de interpretación o integración normativa, está supeditada a que tales disposiciones guarden congruencia con las normas legales expresas existentes sobre la materia específica de regulación de que se trate, a más de que se entienden sujetas, asimismo, a los principios jurídicos que emergen directamente de la propia ley; de manera tal que las disposiciones reglamentarias o administrativas emitidas en el ámbito del ejecutivo, aun siendo expresas, no pueden válidamente regir contra la voluntad manifiesta del legislador contenida en el texto de la ley, ni tampoco oponerse a los lineamientos normativos contenidos en la misma, pues tales disposiciones deben interpretarse y aplicarse en forma armónica, sin contrariar los principios rectores que emergen de la propia ley, atendiendo al principio fundante de la supremacía del sistema normativo que rige el orden legal.

Por consiguiente, debe estarse a aquélla aplicación legal exegética, que de manera sistemática armonice los preceptos relativos, frente a una interpretación puramente literal que soslaye una adecuada integración jurídica y se desentienda de la supremacía de las normas, de la cual depende precisamente la validez de las mismas, por lo que los acuerdos y disposiciones reglamentarias, antes que oponerse, deben tener fundamento en normas sustentadas en otras de nivel superior, como lo son las leyes, las cuales, a su vez, están supeditadas, en cuanto a su validez, a otras normas de mayor jerarquía, que culminan en la ley fundamental del país, la cual entraña la suprema razón de validez del orden jurídico.

Atendiendo a la facultad reglamentaria, esta se encuentra limitada entre otros, por el principio de subordinación jerárquica, que consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una ley, es decir, los reglamentos tienen como límite natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las de la propia ley que va a reglamentar. Así, el ejercicio de la facultad reglamentaria debe realizarse única y exclusivamente dentro de la esfera de atribuciones propias del órgano facultado, pues la norma reglamentaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, siendo precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse reglamentos que provean a la exacta observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, quién, dónde y cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al reglamento de ejecución, competerá, por consecuencia, el cómo de esos mismos supuestos jurídicos. 

En tal virtud, el reglamento desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por tanto, no puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla, sino que sólo debe concretarse a indicar los medios para cumplirla.

En ese orden de ideas, el artículo 115, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que: “Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.”
De igual forma, la norma constitucional invocada, en su tercer párrafo e incisos a) y e), prevé que el objeto de las leyes a que se refiere el párrafo precedente, será establecer: “Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;”; así como, “Las disposiciones aplicables en los Municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.”; por tanto, los Municipios, respetando las bases generales establecidas por las Legislaturas, pueden regular con autonomía aspectos específicos de la vida municipal en el ámbito de sus competencias. 

En ese tenor, conforme a lo dispuesto por la norma constitucional invocada, los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal; sin embargo, esa facultad debe regirse por las bases normativas que deberán establecer las legislaturas de los Estados, sin contradecirlas ni exceder sus límites.

Luego, tal facultad reglamentaria no corresponde originalmente a los Ayuntamientos, sino que la tienen derivada, esto es, que su desempeño debe someterse a las bases normativas que establezcan las legislaturas de las entidades federativas, apoyadas en las diversas fracciones del artículo 115 de la Constitución Política Federal.

Por lo que, en tanto la aplicación de sanciones por infracciones a la Ley de Tránsito del Estado y el Reglamento de Tránsito Municipal respectivo, mediante cámaras, radares o dispositivos electrónicos de verificación que expiden la “multa electrónica” o “foto multa”, no se encuentre prevista expresamente en dicha Ley de la materia; puede concluirse que la autoridad demanda omitió la debida fundamentación y motivación en la boleta de multa que se cuestiona, basada su elaboración y expedición, principalmente, en disposiciones del Reglamento de Tránsito Municipal que han excedido la facultad reglamentaria del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cual se encuentra limitada entre otros, por el principio de subordinación jerárquica, consistente en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una ley; esto es, dicho Reglamento Municipal tiene como límite natural los alcances de la Ley de Tránsito del Estado, ya que sus disposiciones deben dar cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las de la propia ley que va a reglamentar.

Sirven de apoyo a lo anterior, las tesis aisladas y jurisprudenciales que enseguida se citan bajo los siguientes rubros:

"SUPREMACÍA DE LA LEY SOBRE LAS DISPOSICIONES DE UN REGLAMENTO". 
"PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA. DEBEN RESPETARLO LAS DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS O ADMINISTRATIVAS PARA SU VALIDEZ EN CASOS DE APLICACIÓN, INTERPRETACIÓN O INTEGRACIÓN." 

"FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES."
"REGLAMENTOS MUNICIPALES Y LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. SU EXTENSIÓN NORMATIVA LEGÍTIMA." 

"BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL. LOS MUNICIPIOS NO PUEDEN ALTERAR SU CONTENIDO, SO PRETEXTO DE REGULAR CUESTIONES PARTICULARES." 

"LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. OBJETIVO Y ALCANCES DE LAS BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL". 

"LEYES ESTATALES Y REGLAMENTOS EN MATERIA MUNICIPAL. ESQUEMA DE ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES QUE DERIVAN DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS." 

"MUNICIPIOS. CONTENIDO Y ALCANCE DE SU FACULTAD REGLAMENTARIA." 

En ese contexto, resulta cierto que no se cumple con los requisitos de debida fundamentación, porque se advierte de la boleta de multa impugnada, la cual en su contenido señala como conducta infractora que da motivo a la misma, el no respetar los límites de velocidad permitidos, lo cual contraviene lo establecido en el numeral 20 del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, que establece la velocidad máxima permitida dentro del municipio; para lo cual, se utilizó como medio de prueba lo registrado como antecedente en la fotografía impresa en la multa, captada por el dispositivo (cámara y radar), el cual muestra que el conductor no respetó los límites de velocidad permitidos.

De la boleta de multa impugnada, se advierte que la emisora como fundamento jurídico, señala entre otros ordenamientos el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, con fecha de aprobación 13 de marzo de 2014 y de promulgación 14 de marzo de 2014, cuyas disposiciones invocadas no se encuentran sustentadas en la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, que constituye una de las bases generales emitida por la Legislatura local, a fin de homologar la materia en estudio para todos los Ayuntamientos del Estado, Ley de mayor jerarquía a la citada Reglamentación, que culminan en la Ley Fundamental del País, la cual como se dijo, entraña la suprema razón de validez del orden jurídico.

Lo anterior así se afirma, dado que la figura consistente en radares y cámaras de multa electrónica, como dispositivos electrónicos de verificación, mismos que captan las evidencias gráficas por las cuales se multa a los conductores por faltas u omisiones a la Ley de la materia y al Reglamento respectivo, no se encuentran previstos en la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí. 

Para mayor claridad del asunto, es menester señalar las disposiciones legales que resultan aplicables al presente asunto, previstas en la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:…

...XV. Dispositivos para el control de tránsito: señalamientos, marcas, semáforos y otros medios similares que se utilizan para regular y guiar el tránsito de personas, semovientes y vehículos;...”

“ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.”

“ARTICULO 82. Serán sancionadas las personas que realicen actos u omisiones que infrinjan la presente Ley, los reglamentos municipales, y los bandos de policía y gobierno.”

“ARTICULO 83. Si el conductor no se encuentra en el vehículo en que se cometió la infracción, se fijará la boleta de infracción y sanción en el parabrisas del vehículo.”

“ARTICULO 84. Las sanciones que se pueden imponer a los infractores de esta Ley son:

I. Multa, y

II. Suspensión temporal o cancelación de los derechos derivados de licencias o permisos especiales para conducir vehículos de motor.

Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, sólo podrá ser sancionado con una multa que no exceda del importe de un salario diario vigente en la Entidad; en el caso de los trabajadores no asalariados, la multa no excederá del equivalente a un día de su ingreso.”

“ARTICULO 85. Los responsables por la comisión de las infracciones y, por tanto, acreedores a las sanciones a que se refiere este capítulo son:

I. Los conductores, y

II. Los propietarios de los vehículos.”

“ARTICULO 91.- Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales.

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 33 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial.

Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; 

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar;

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción;

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción;

IX. El documento que retiene;

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal.

Cuando se trate de varias faltas cometidas en diversos hechos por un infractor, el elemento o agente las asentará en diferentes boletas, una por cada infracción.

Si el infractor se niega a firmar o a recibir la boleta de infracción levantada, o se encuentra ausente, se asentará esta circunstancia y se considerará como notificada, sin que esto invalide la boleta de infracción y sanción.”

Ahora bien, los artículos invocados por la emisora del acto, por cuanto hace al Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, disponen lo siguiente:

“Artículo 4. Son autoridades de tránsito en el Municipio de San Luis Potosí:…

...VII. Los Agentes de Tránsito, y…”

“Artículo 20. La velocidad máxima permitida con que se deberá conducir o circular por la vía pública de este Municipio no podrá rebasar los 40 kilómetros por hora, salvo en aquellas vías en las quela Dirección, señale una distinta.

La Dirección podrá establecer una velocidad menor a la señalada en esta norma, para tal fin se instalarán los señalamientos correspondientes.

La velocidad no excederá los veinte kilómetros por hora en zonas donde esté ubicado algún centro educativo, hospitalario, deportivo, iglesia o cualquier otro que tenga afluencia mayor de personas.”

“Artículo 22. Todo usuario de la vía pública está obligado a obedecerlas disposiciones contenidas en este Reglamento, así como los dispositivos para el control de tránsito y las indicaciones de los Agentes de Tránsito.”

“Artículo 39. Los usuarios de la vía pública deberán conocer y obedecer las señales y los dispositivos para el control del tránsito, la Ley, el Reglamento y manuales que publique la Dirección.”

“Artículo 40.- Para los efectos de este Reglamento las señales y dispositivos para el control y verificación del tránsito serán:…

...VII.- DISPOSITIVOS ELECTRÓNICOS DE VERIFICACIÓN: Dispositivos electrónicos para la verificación del cumplimiento de las normas de este Reglamento y aplicación de sanciones por infracción a las mismas y son:

a).- Radares, y

b).- Cámaras de MULTA ELECTRÓNICA.”

“Artículo 172. Las boletas de infracción, de multa electrónica y sanción que se generen por el uso de equipo y dispositivos electrónicos de verificación para el cobro de éstas, serán impuestas por el agente de tránsito, las cuales serán seriadas y autorizadas por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y para su validez deberán contener:

I.- Fundamento Jurídico

a) Artículos en que se prevén la infracción cometida.

b) Artículos en los que se establece la sanción impuesta.

II. Motivación

a) Fecha, hora, lugar y breve descripción del hecho constitutivo de la infracción, derivada de lo captado por el medio electrónico utilizado.

b) Nombre y domicilio del infractor.

c) Número de placas de circulación, o número del permiso de circulación, según sea el caso.

III.- La indicación de la tecnología utilizada para captar la comisión de la infracción y el lugar en que se encontraba el equipo electrónico al momento de ser detectada la infracción cometida:

IV.- Atendiendo al tipo de tecnología utilizada, se acompañará al formato expedido por el propio instrumento electrónico que captó la infracción o copia de la imagen y/o sonido  y transcripciones, en su caso, la confirmación de que dichos elementos corresponden en forma autentica y sin alteración de ningún tipo a la captada por el instrumento tecnológico usado, y

V.- Nombre, número de placa, adscripción y firma electrónica del agente que se encuentra signado y facultado para expedir la sanción.

La información obtenida mediante equipos y sistemas tecnológicos con base en la cual se determina la imposición de la sanción, hará prueba plena, acorde a lo dispuesto en los artículos 1, 2, 4, 6, 7, 9, 13, 4, 15, 49, y 50 de la Ley y el Artículo 17 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado para el uso de la tecnología para la Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

“Artículo 197. Además de todas las atribuciones ya mencionadas en los diversos capítulos de este Reglamento, la Autoridad Municipal tendrá las siguientes:…

...XII.- Resolver los casos no previstos en el presente Reglamento, con fundamento en la Ley de Tránsito.

“Artículo 198.- La vigilancia del tránsito y la aplicación del presente Reglamento queda a cargo de la Autoridad Municipal, que será el C. Presidente Municipal, a través de la dirección general de seguridad municipal. En la aplicación y verificación del cumplimiento de las normas de este ordenamiento, deberán observarse la siguientes prerrogativas:…

...II.- Cuando a través de dispositivos electrónicos se detecte la comisión de una infracción, deberá observarse lo siguiente:

a) El dispositivo electrónico realizará la función de fotografiar, grabar, registrar o aquella con la que se demuestre la comisión de la infracción al presente ordenamiento, generando la impresión de la boleta de infracción que contendrá los requisitos señalados en el Artículo 172 de este Reglamento en lo que corresponda.

b) Se comunicará  a quien aparezca como titular de las placas de circulación del vehículo con el cual se cometiera la infracción, en el domicilio que aparezca en las bases de datos de la Autoridad Municipal, la infracción cometida y la sanción impuesta.

“Artículo 205.- Las personas que contravengan las disposiciones del presente Reglamento se harán acreedoras a las sanciones previstas en el artículo 84 de la Ley, y en el presente Reglamento, sin perjuicio de las que procedan de conformidad con otras disposiciones aplicables.

Las multas impuestas de conformidad con el presente Reglamento serán consideradas crédito fiscal y por consiguiente podrán ser exigidas mediante procedimiento administrativo de ejecución establecido en el Código Fiscal del Estado.

Los conductores de vehículos que cometan alguna infracción a las normas de este Reglamento que puedan dar lugar a la tipificación de un delito, serán puestos a disposición del Ministerio Público que corresponda por los Agentes de Tránsito que tangan conocimiento del caso, para que aquél resuelva conforme a derecho.”

“Artículo 206.- Las infracciones a este Reglamento y su tipo de sanción son las contenidas en la tabla siguiente:…

...100.- Circular a exceso de velocidad.”

Como se ve, el numeral 6° fracción XV, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, sólo establece como dispositivos para el control de tránsito: señalamientos, marcas, semáforos y otros medios similares que se utilizan para regular y guiar el tránsito de personas, semovientes y vehículos; sin que en momento alguno, se hayan previsto los dispositivos electrónicos de verificación, consistentes en la cámara y el radar, a que se alude en la boleta motivo de impugnación; por lo que, al establecer el Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, en su artículo 40, como dispositivos para el control y verificación del tránsito, los radares y las cámaras de multa electrónica, contraviene los principios rectores que emergen de la propia Ley de Tránsito del Estado, toda vez que excede los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que se reglamenta, ello al prever como dispositivo para el control y verificación de tránsito, una figura distinta a la prevista en la citada Ley, como lo es la cámara y el radar aludidos en la boleta de multa que se impugna.

En las relatadas condiciones, si la conducta infractora atribuida a la parte actora, fue captada mediante dispositivos electrónicos para el control y verificación del tránsito, como son radar y cámara de multa electrónica, que no se encuentran previstos en la Ley de Tránsito del Estado, ordenamiento legal superior en jerarquía a su reglamentación correspondiente, lo que implica desatención a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, ya que la boleta de multa que constituye el acto impugnado no se encuentra debidamente fundada, al apoyarse en disposiciones del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, que no guardan congruencia con los alcances de las disposiciones de la Ley de Tránsito del Estado que se reglamenta, por lo que se actualiza la causa de ilegalidad prevista por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.  
Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir  su contestación a la demanda de nulidad manifestó que: 
“El propio reglamento de tránsito, municipal se aplica en base a su competencia, por la violación al mismo en virtud del exceso de velocidad que los conductores de vehículos que transitan en los límites de ésta ciudad, y por lo cuál son sancionados por la falta que cometen, sanción regulada por el reglamento vigente en esta ciudad capital además la suscrita autoridad tiene autonomía para aplicar las sanciones  a todos aquellos que transgredan dicha normatividad, porque si bien es cierto, el aplicar sanciones y/o multas es también para concientizar al ciudadano que el exceder el límite de velocidad estipulado y señalado en determinadas zonas, puede causar daños y perjuicios a terceros, aunado que el conducir un vehículo  automotor, se convierte en un objeto u arma con el cual puede causas severos daños a terceros que sí respetan los límites de velocidad, además de perjudicarse así mismo, Destacando además que la jerarquía de la ley aplicable, a falta  de regulación en esta, por competencia es aplicable el reglamento de tránsito, mismo que no transgrede la esfera jurídica del gobernado ni mucho menos viola principios de normatividad.”  (F. 20)     

Como se podrá apreciar, la autoridad demandada acepta expresamente la aplicación del Reglamento de Tránsito Municipal por los motivos y razones ahí expuestos, aceptando además que no existe una regulación en la ley aplicable pero que sin embargo, con la aplicación de tal reglamento, no se transgrede la esfera jurídica del gobernado, ni mucho menos viola principios de normatividad, argumento por demás improcedente de acuerdo a los razonamientos ya expuestos en esta resolución. 
Así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que los actos que se combaten, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que del estudio del presente asunto, se demostró que carecen de la debida fundamentación, situación que deja en estado de indefensión a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refiere el artículo 16 Constitucional; por lo que en consecuencia, se procede  a decretar la NULIDAD E INVALIDEZ, SIN EFECTO LEGAL alguno, según lo disponen, los artículos 251 y 252  del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia, una vez que ésta cause ejecutoria.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.”

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252  del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD de los actos impugnados a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados. 

Por lo expuesto y fundado en los artículos 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252  del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se, 
R E S U E L V E:

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, dejándolos SIN EFECTO LEGAL alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de  ésta resolución. 

TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada para los efectos de cumplimiento señalado en la parte final del Considerando Sexto. 

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo por oficio a la autoridad demandada. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO,  que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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